
A comienzos de semana, el
Gobierno confirmó que no ha-
bría reducción del 3% en el
presupuesto del Ministerio de
Seguridad Pública, después de
una semana de cuestionamien-
tos transversales , tanto de
oposición como del oficialis-
mo, además de expertos en es-
ta materia.

“Lo primero era plantearle a
cada área del Gobierno donde
veía posibilidades de recorte fis-
cal, que es algo que planteamos
en campaña”, dijo ayer el Presi-
dente José Antonio Kast, en en-
trevista con la Asociación de Ra-
diodifusores de Chile (Archi).
Aunque puntualizó que, si bien
el recorte era “parejo para todos
(...), cada ministerio está com-
partiendo sus dificultades”, y,
agregó, “podrá haber una cir-
cunstancia como Seguridad
donde se haga una excepción”.

Ahora, el destino de esos $72
mil millones que se conservarán
en Seguridad aún no está del to-
do claro, pero —según dijo el
subsecretario de Seguridad Pú-
blica, Andrés Jouannet, en co-
misión de la materia de la Cáma-
ra de Diputados la semana pasa-
da— la propuesta de recorte in-
cluía el Plan Nacional contra el
Crimen Organizado; el Plan Ca-
lles sin Violencia; Plan Barrios
Prioritarios; gasto de personal
en Carabineros, en el hospital
institucional y en el manteni-
miento y reparación de cuarte-
les. Por su parte, la Policía de In-
vestigaciones propuso la reduc-
ción en gasto en personal y lo
mismo para la Agencia de Ci-
berseguridad.

Luego de que el Gobierno de-
sistiera del recorte, el Ministerio
de Seguridad explicó que “se
van a seguir teniendo reuniones
con las policías para evaluar las
prioridades. Además de evaluar
los listados de compras de cada
uno de los programas que son
prioridad en este momento
(ejemplos: chaleco antibalas,
cascos balísticos, indumentaria,
entre otros)”.

n Monto supera al 
asignado anualmente para
el Plan contra el Crimen
Organizado

¿Cómo “pesar” el monto que
seguirá disponible en la cartera?
Daniel Johnson, director ejecuti-

vo de la Fundación Paz Ciuda-
dana, dice que “si miramos el
sistema completo de seguridad
y justicia —que supera los $4 bi-
llones—, $72 mil millones no re-
presentan una proporción espe-
cialmente alta”, pero, afirma:
“Cuando se baja al nivel de pro-
gramas específicos, el monto sí
es muy significativo”. Así, ejem-
plifica: “Es superior al presu-
puesto anual de componentes
operativos clave, como el Plan
Nacional contra el Crimen Or-
ganizado o el parque vehicular
territorial de Carabineros”.

¿Qué hacer con esos fondos
en seguridad pública? Francisca

Werth, ex directora ejecutiva del
Ministerio Público, recuerda
que “mucho estaba asignado a
equipamiento y compras rela-
cionadas con las policías”, sin
embargo, cree que el uso de esos
dineros son relevantes en la me-
dida que se “responda a un plan
de inversión y mantención de lo
ya gastado en equipamiento po-
licial, por ejemplo”, y advierte
sobre una situación que ha ocu-
rrido anteriormente: “Que no
nos pase que encontremos autos
policiales sin poder usarse por-
que no tienen revisión técnica o
están malos, por ejemplo. Pero
ello también responde a una

planificación”.
Por su parte, Felipe Harboe,

investigador del Centro de Es-
tudios en Seguridad y Crimen
Organizado de la U. San Sebas-
tián y exsubsecretario del Inte-
rior, sostiene que “si hubiera
que invertir en un área determi-
nada, creo que sería clave en
materia de apoyo a la unidad de
crimen organizado y, particu-
larmente, de homicidios, para
mejorar sus capacidades, su in-
teligencia y el despliegue ope-
rativo en poblaciones”.

n No son montos de “libre
disposición”, pero se pue-

den reorientar recursos
Más allá de las propuestas de

los expertos, Werth apunta que
“ahora a nivel más programáti-
co, creo que el ministerio po-
dría definir al menos algunos
temas de prioridad y reorientar
los recursos a esos progra-
mas”. Ello consiste en “revisar
evaluaciones de programas y
hacer ajustes, más que termi-
nar con todos”.

Es clave, añade, aclarar para el
debate que los $72 mil millones
“no son montos de libre disposi-
ción, como no es casi nada en el
sector público”. Werth indica
que “la mayoría de las propues-
tas de rebajas estaban en el sub-
título 22 del presupuesto que
tiene un uso específico y no se
puede destinar a
otra cosa o no se
puede ocupar en,
por ejemplo, con-
tratar más perso-
nal, porque eso está
en el subtítulo 21”.

Aunque el sub-
secretario Jouan-
net explicó la se-
mana pasada en el
Congreso que ha-
bía montos subejecutados en
algunas partidas. Harboe co-
menta, en ese contexto, que,
“considerando que el Presiden-
te ha tomado la decisión de re-
vertir el recorte, lo que habría
que mirar es, primero, la ejecu-
ción presupuestaria 2025 en
cada una de esas áreas; luego,
ver si esos programas que tie-
nen financiamiento han tenido
alguna evaluación de parte de
la Dirección de Presupuestos
(Dipres), porque si están mal

evaluados o no tienen objetivos
claros, deberían eliminarse
esos programas, despedirse a
esos funcionarios y reinvertir
esos recursos en aquellas áreas
que tienen buena evaluación o
cuyos recursos importan un
apoyo directo a las policías,
siempre y cuando las policías
logren justificar la necesidad
de esos fondos”.

n Prevención, reinserción y
sistema de justicia penal,
tres pilares clave

Hay áreas en que se podrían
aprovechar estos recursos, dice
Johnson, y tres afirma que son
claves, a pesar de que “es proba-
ble que estos recursos vuelvan a
las mismas áreas donde inicial-

mente se plantea-
ron recortes”. El
primer punto, es la
“prevención tem-
prana focalizada”,
es decir, inversión
en “programas que
actúan antes de que
el delito ocurra, es-
p e c i a l m e n t e e n
grupos y territorios
de alto riesgo. Es

una de las áreas con mayor evi-
dencia de impacto, pero históri-
camente postergada”. 

Junto con ello, añade como
prioridad la “reinserción social”
y la “investigación penal y siste-
ma penitenciario”. A juicio del
director ejecutivo de Paz Ciuda-
dana, debe ser “más que solo
comprar equipamiento”. El foco
debiese estar, apunta, en “forta-
lecer capacidades que tengan
impacto comprobado en la re-
ducción del delito”.

Expertos identifican áreas clave, luego de que se retrocediera en recorte presupuestario

Entregar fondos a policías con foco en
crimen organizado: ¿Qué se debería hacer
con dineros que se quedan en Seguridad?

E. CANDIA

Entre especialistas en la materia recomiendan “hacer una revisión estratégica del gasto”. Tras ello, proponen
eliminar los programas que se haya determinado que no cumplieron con su objetivo y reinvertir esos recursos.

MONTO
En total, son cerca de

$72 mil millones los que
permanecerán en el

presupuesto del
Ministerio de Seguridad
y debe definirse cómo

se gastarán.

PUNTA ARENAS.— Durante la tarde del lunes, la ministra de Seguridad Pública, Trinidad Steinert, comunicó oficial-
mente que no se realizará el recorte en la cartera. Ayer estuvo en un centro penitenciario de Punta Arenas. 

Una de las primeras medidas del Go-
bierno fue anunciar un recorte presu-
puestario del 3% en todos los ministerios.
Sin embargo, la medida sufrió su primer
cambio significativo luego de que la
semana pasada se desatara una fuerte
polémica por su impacto en el área de
Seguridad.

Durante la jornada del lunes, la minis-
tra de Seguridad, Trinidad Steinert,
anunció la cancelación del recorte luego
que ella se reuniera con Hacienda y que,
por ejemplo, afectaba a Carabineros y a
diversos programas de combate a la
delincuencia. La rectificación, no obstan-
te, abre un nuevo flanco para el Ejecutivo:
las dudas respecto de por qué esta flexi-
bilización se aplica en Seguridad y no en
otras carteras que enfrentan complejos
escenarios financieros.

Ayer, el Presidente José Antonio Kast
en entrevista con la red de radios Archi
reiteró la vigencia de los recortes, pero
reconoció que podría haber otras excep-
ciones. “Lo que estamos viendo es que

todos realicen el ejercicio del recorte. Y
una vez que ya tengamos claro cómo
establecerlo, cómo plantearlo, vamos a ir
viendo en qué lugares el recorte se hace
efectivo y en cuáles no”, dijo.

Acerca de la posibilidad de que en
otras carteras no se aplique la medida,

planteó que “vamos a ir analizando caso a
caso”, pero comentó que Hacienda “se ha
reunido con todos los ministerios, y cada
ministerio está compartiendo sus dificul-
tades”. Y añadió que “en principio es
parejo para todos (…). Podrá haber una
circunstancia, como con Seguridad,
donde se haga una excepción sí”. 

Uno de los casos más sensibles es el del
Ministerio de Salud, donde la rebaja
supera los $517 mil millones. La cartera
enfrenta actualmente una alta presión
debido a las extensas listas de espera,
que suman más de 2,5 millones de casos;
la nueva alerta sanitaria oncológica,
anunciada hace unas semanas; la deuda
hospitalaria con el sector privado, desde
insumos a prestaciones; y dificultades
recurrentes de financiamiento que, según
reportes previos, suelen traducirse en
falta de recursos para el funcionamiento
de hospitales hacia el segundo semestre
del año.

“El Mercurio” consultó al consultar al
ministerio que lidera May Chomali si
también se reuniría con su par de Ha-
cienda para solicitar que no se aplique

la rebaja, pero no hubo respuesta sobre
el tema.

Con todo, desde el sector Salud ad-
vierten que una reducción de esta mag-
nitud es “compleja” ya que podría agudi-
zar aún más la situación del sistema
público, afectando la capacidad de aten-
ción y la gestión interna de los recintos
asistenciales.

Gisela Alarcón, exsubsecretaria de
Redes Asistenciales, señala que es impor-
tante conocer “cuál es la evaluación del
ministerio para reducir gastos; cuánto
efectivamente sienten las autoridades
actuales que pueden reducir el presu-
puesto sin alterar la calidad de la atención
de pacientes, considerando que detrás de
la atención directa también hay una serie
de servicios de apoyo que van a influir
directa o indirectamente en la calidad de
la atención”.

La decana de Medicina de la U. Central
añade que, considerando la medida to-
mada por Seguridad, la evaluación inter-
na de la cartera y “que la salud debe ser
una prioridad y estar al centro de la
agenda, sin duda que es muy complejo

pensar en mantener la reducción del
presupuesto para el Ministerio de Salud”.

Para Jorge Acosta, director ejecutivo
del Instituto de Políticas Públicas en
Salud (Ipsuss) de la U. San Sebastián, “lo
más importante en salud es aumentar la
eficiencia en la utilización de los recursos
que ya se tienen disponibles. Si se avanza
con eso, incluso con menos, se podría
hacer más. El gasto público en salud en
nuestro país ha ido creciendo sostenida-
mente año tras año, década tras década,
alcanzando niveles incluso equivalentes a
poco más del 5% del PIB y más del 24%
del gasto fiscal total en el año 2025”.

“Mientras el gasto total y las compras
crecen en forma sostenida, por ejemplo,
entre el año 2014 y 2025, los gastos de
los servicios de salud aumentaron en
cerca de un 80% y las compras de presta-
ciones aumentaron en cerca de un 40%.
Por otro lado, en contraste, vemos que la
producción sanitaria crece a un ritmo
mucho menor y que el stock de camas se
mantiene relativamente estable, con
crecimientos que están en torno a cifras
mucho menores, cercanas al 10 o 15%”.

Salud: especialistas apuntan a que aplicar recorte es “complejo” y a necesidad de mejorar gestión

May Chomali, ministra de Salud.
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Diversas críticas generó la
desvinculación de Priscilla Ca-
rrasco, directora nacional del
Sernameg, quien llegó a ese car-
go por Alta Dirección Pública y
se encuentra en un tratamiento
por cáncer. El Gobierno respon-
dió que había situaciones com-
plejas en su caso. Pero no fue la
única apartada de sus funciones. 

En el Ministerio de Seguri-
dad, se removió a dos funciona-
rios de la Unidad Estratégica, a
cargo de crear el Sistema de Se-
guridad Pública, que coordina a
las policías y otros organismos.
Tras ello, Fabián Gil, encargado
de la unidad, renunció.

Desde la cartera explicaron
que esta unidad, que “se instaló
en el anterior gobierno, replica-
ba información que ya se gene-

raba a través de la unidad del de-
partamento de análisis criminal
y la división de crimen organi-
zado, terrorismo y frontera”. 

A su vez, el Ministerio de Jus-
ticia decidió tam-
bién realizar des-
vinculaciones en
su área de Dere-
chos Humanos.
Eran personas con
cargos de “exclu-
siva confianza,
quienes no pre-
sentaron sus re-
nuncias el día 10 de marzo, como
sí lo hicieron otros funcionarios
en esa calidad”, afirmaron.

Conocedores de estos proce-
sos, indicaron a este medio que
al menos cinco jefaturas del ga-
binete y otras de las divisiones
de protección y de administra-
ción y finanzas pusieron a dis-

posición sus cargos en esa fecha. 
Así, fueron desvinculadas la

abogada Paulina Zamorano,
quien trabajó en el ministerio
por más de una década y fue de-

signada como jefa
del programa de
Derechos Huma-
nos durante la ad-
ministración ante-
rior. Hoy asumirá
en ese cargo Cons-
tanza Garrido, abo-
gada que trabajó en
el Instituto Nacio-

nal de Derechos Humanos.
También salieron otras dos je-

faturas del Plan de Búsqueda.
Tamara Lagos, jefa del área de
archivos e investigación docu-
mental, que había llegado el
2022, y Magdalena Garcés, jefa
del área de búsqueda y trayecto-
rias, el 2024. 

Tras revisión de personal en esta y otras carteras:

Por duplicidad de funciones,
Seguridad desvincula a funcionarios
de Unidad Estratégica del ministerio

En Justicia removieron tres jefaturas consideradas “de confianza”,
que no presentaron su renuncia como suele ocurrir en estos casos.
E. CANDIA 

GREMIO
Trabajadores de la

Subsecretaría de DD.HH.
dicen que no eran “de

confianza” sino
funcionarias “técnicas”.
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